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HONORABLE SENADO:





	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros el proyecto de reforma constitucional de la H. Cámara de Diputados en materias electorales.





	La mencionada iniciativa se originó en un mensaje de S.E. el Presidente de la República.





	Cabe hacer presente que por oficio N° 020-325, de fecha 29 de septiembre de 1992, dirigido a la Cámara de Diputados, el Primer Mandatario hizo presente la urgencia para el despacho del mencionado proyecto en todos sus trámites constitucionales, calificándola de "simple".





	Posteriormente, mediante oficio N° 136-325, de 28 de octubre de 1992, el Ejecutivo procedió a retirar la aludida urgencia y, simultáneamente, a hacerla presente nuevamente, con calificación de "simple".





	Finalmente, mediante oficio N° 246-325, de fecha 20 de noviembre de 1992, del que se dió cuenta en la sesión celebrada por el Senado el día 26 de noviembre de 1992, el Jefe del Estado procedió nuevamente a retirar la mencionada urgencia y, al mismo tiempo, a hacerla presente una vez más, siempre con calificación de "simple".





	Es dable señalar que a una de las sesiones en que se consideró esta iniciativa asistieron, además de los miembros de la Comisión, los HH. Senadores señores Eugenio Cantuarias Larrondo, Vicente Huerta Celis, Ronald Mc Intyre Mendoza y Santiago Sinclair Oyaneder.





	Concurrió, asimismo, especialmente invitado el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Edgardo Boeninger Kausel.





	En cumplimiento de las instrucciones impartidas por la Secretaría de la Corporación, se deja constancia que todos los números del artículo único del proyecto requieren para su aprobación de las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 116, inciso segundo, de la Carta Fundamental.








Antecedentes





	Para el estudio de la iniciativa legal en informe se han tenido en consideración especialmente los siguientes antecedentes:





	1.- El mensaje de S.E. el Presidente de la República.





	El aludido documento expresa, en primer término, que el proyecto tiene por objeto perfeccionar las normas que regulan la generación y composición del Congreso Nacional.





	Agrega que esta iniciativa guarda relación armónica con aquellas otras reformas constitucionales enviadas a trámite legislativo por el Ejecutivo en fecha reciente, toda vez que están inspiradas en el propósito central de consolidar y profundizar la legitimidad y eficacia de las instituciones fundamentales de nuestra democracia.





	Hace presente, enseguida, que conjuntamente con este proyecto de reforma constitucional se ha sometido a la consideración del Congreso Nacional un proyecto de ley que modifica las leyes orgánicas constitucionales directamente vinculadas con esta materia, en atención a que ambos cuerpos constituyen un solo todo, que es necesario tener a la vista en su integridad.





	A continuación, explica los aspectos más relevantes de las modificaciones que se proponen, señalando, a grandes líneas, los principales problemas relacionados con la composición y generación del Congreso Nacional que se abordan en los proyectos de reforma constitucional y de ley, ya aludidos, que son los siguientes:





	a) Composición de las Cámaras Legislativas coherente con la función de representación ciudadana que cabe a tales Corporaciones;





	b) Principios con arreglo a los cuales se fija el número, dimensión y configuración de los distritos electorales en que se divide el territorio de la República para los efectos de la elección de Senadores y Diputados;





	c) Número de parlamentarios que corresponderá elegir a cada distrito electoral, y





	d) Sistema de cálculo a emplear para los efectos de determinar cuáles serán los candidatos que resulten elegidos.





	Finalmente, destaca que en el Informe Técnico Anexo aparece un cuadro en que se compara el sistema electoral actualmente vigente con el que se propone, en términos de la proporcionalidad entre electores inscritos y representantes, en el que es posible apreciar las serias distorsiones existentes y el avance significativo que representa un sistema alternativo como el que se sugiere.





	2.- La Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.





	De este cuerpo legal cabe destacar las siguientes disposiciones:





	a) El artículo 178, que dispone que "para la elección de los miembros de la Cámara de Diputados habrá sesenta distritos electorales, cada uno de los cuales elegirá dos Diputados".





	b) El artículo 179, que establece los mencionados distritos, señalando las comunas que integran cada uno de ellos.





	c) El artículo 180, que preceptúa que "para la elección de los miembros del Senado, cada región constituíra una circunscripción senatorial, excepto las regiones V, de Valparaíso; Metropolitana de Santiago; VII, del Maule; VIII del Biobío; IX, de la Araucanía, y X, de Los Lagos, que se dividirán en dos circunscripciones senatoriales, respectivamente", agregando que "cada circunscripción senatorial elegirá dos Senadores".





	d) El artículo 181, que señala la nómina de las circunscripciones senatoriales, disponiendo la forma en que estará constituida cada una de ellas.





	e) El artículo 3° bis, que estatuye, en su inciso primero, que "en las elecciones de Parlamentarios dos o más partidos políticos podrán acordar un pacto electoral", añadiendo, en su inciso segundo, que "el pacto electoral regirá en todas las regiones del país en que uno o más de los partidos políticos integrantes del mismo se encuentren legalmente constituidos".





	Los incisos siguientes de este precepto regulan el procedimiento para formalizar los referidos pactos, así como para dejarlos sin efecto.





	f) El artículo 4°, que regula lo relativo a la declaración de candidaturas, cuyo inciso primero dispone que "las declaraciones de candidaturas a Senadores o Diputados que presenten los partidos políticos o los pactos electorales, podrán incluir hasta dos candidatos por circunscripción senatorial o distrito según corresponda".





Descripción del proyecto





	A continuación, se efectúa una relación sucinta de cada uno de los números del artículo único del proyecto, con indicación de las normas constitucionales vigentes en que inciden, cuando las hay, y de las modificaciones que se proponen a las mismas.





---








Artículo único





	Consta de ocho números que introducen diversas modificaciones a la Constitución Política de la República.








N° 1°





	Deroga el N° 6° del artículo 32 de la Carta Fundamental.





	El referido artículo 32 establece las atribuciones especiales del Presidente de la República.





	Su N° 6° señala que será facultad especial del Primer Mandatario "designar, en conformidad al artículo 45 de esta Constitución, a los integrantes del Senado que se indican en dicho precepto".





	El mencionado artículo 45, a su vez, estatuye la composición del Senado. En su inciso tercero, letras e) y f), dispone que el Presidente de la República designará a dos de sus integrantes, uno de los cuales deberá ser ex rector de una universidad estatal o reconocida por el Estado, que haya desempeñado el cargo por un período no inferior a dos años continuos, y el otro, un ex Ministro de Estado, que haya ejercido el cargo por más de dos años continuos, en períodos presidenciales anteriores a aquel en el cual se efectúa el nombramiento.








N° 2°





	Reemplaza el artículo 43 de la Constitución Política de la República.





	El artículo 43 en actual vigencia preceptúa, en su inciso primero, que la Cámara de Diputados estará integrada por 120 miembros elegidos en votación directa por los distritos electorales que establezca la ley orgánica constitucional respectiva.





	En su inciso segundo, señala que la mencionada Cámara se renovará en su totalidad cada cuatro años.





	El número en análisis sustituye este artículo por otro que dispone, en su inciso primero, que la Cámara de Diputados se compondrá de miembros elegidos en votación directa.





	Su inciso segundo, establece que será la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional la que fijará el número de Diputados, y establecerá los distritos en que, para los efectos de su elección, se dividirá el territorio de la República.





	Su inciso tercero, agrega que la Cámara de Diputados se renovará en su totalidad cada cuatro años.








N° 3°





	Sustituye el artículo 45 de la Carta Fundamental.





	El mencionado artículo 45 establece, en su inciso primero, que el Senado se compone de miembros elegidos en votación directa por circunscripciones senatoriales, en consideración a las trece regiones del país, correspondiendo a cada región una circunscripción, con excepción de seis regiones que se dividirán, según lo disponga la ley orgánica constitucional respectiva, en dos circunscripciones. Agrega que por cada circunscripción corresponderá elegir dos Senadores.





	Su inciso segundo, señala que los Senadores elegidos por votación directa durarán ocho años en su cargo y se renovarán alternadamente cada cuatro años, correspondiendo hacerlo en un período a los representantes de las regiones de número impar y en el siguiente a los de las regiones de número par y de la Región Metropolitana.





	Su inciso tercero preceptúa que, además, el Senado estará integrado por:





	a) Los ex Presidentes de la República que hayan desempeñado el cargo durante seis años en forma continua, con la sola excepción de aquellos que hubiesen sido destituidos de su cargo por declaración de culpabilidad en el caso de la acusación constitucional prevista por nuestra Carta Fundamental. Añade, asimismo, que estos Senadores lo serán por derecho propio y en forma vitalicia, sin perjuicio de que les sean aplicables las incompatibilidades, incapacidades, y causales de cesación en el cargo contempladas en la Constitución Política;





	b) Dos ex Ministros de la Corte Suprema, elegidos por ésta en votaciones sucesivas, que hayan desempeñado el cargo a lo menos por dos años continuos;





	c) Un ex Contralor General de la República, elegido por la Corte Suprema, y que haya desempeñado el cargo a lo menos por dos años continuos;





	d) Un ex Comandante en Jefe del Ejército, uno de la Armada, otro de la Fuerza Aérea, y un ex General Director de Carabineros, elegidos por el Consejo de Seguridad Nacional, que hayan desempeñado el cargo a lo menos por dos años;





	e) Un ex rector de universidad estatal o reconocida por el Estado, que haya desempeñado el cargo por un período no inferior a dos años continuos, designado por el Presidente de la República, y





	f) Un ex Ministro de Estado, designado por el Primer Mandatario, que haya ejercido el cargo por más de dos años continuos, en períodos presidenciales anteriores a aquel en el cual se realiza el nombramiento.





	Su inciso cuarto, estatuye que "los senadores a que se refieren las letras b), c), d), e) y f) de este artículo durarán en sus cargos ocho años", agregando que "si sólo existieren tres o menos personas que reúnan las calidades y requisitos exigidos por las letras b) a f) de este artículo, la designación correspondiente podrá recaer en ciudadanos que hayan desempeñado otras funciones relevantes en los organismos, instituciones o servicios mencionados en cada una de las citadas letras".





	Su inciso quinto, dispone que la designación de los senadores mencionados en las letras b) a f) se efectuará cada ocho años, dentro de los quince días siguientes a la elección de Senadores que corresponda.





	Su inciso final, indica que no podrán ser designados Senadores quienes hubieren sido destituidos por el Senado, según las normas de nuestra Carta Fundamental que regulan la acusación constitucional.





	La enmienda que propone el número en estudio, consiste en reemplazar el referido artículo 45 por otro que establece, en su inciso primero, que el Senado se compondrá de miembros elegidos en votación directa, agregando, además, que cada una de las regiones que componen el territorio de la República, constituirá una circunscripción senatorial.





	Su inciso segundo, preceptúa que la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional fijará el número de Senadores que elegirá cada circunscripción senatorial.





	Su inciso tercero, señala que los Senadores durarán ocho años en su cargo y que se renovarán en forma alternada, cada cuatro años, correspondiendo hacerlo en un período a los representantes de las regiones de número impar, y en el siguiente, a los de las de número par y de la Región Metropolitana de Santiago.





	Su inciso cuarto, dispone que el Senado se integrará también por los ex Presidentes de la República que hayan desempeñado el cargo durante seis años en forma continua, salvo que hubiesen sido destituidos por haber sido declarados culpables por el Senado, de acuerdo a lo establecido en el artículo 49 de la Carta Fundamental, añadiendo que estos Senadores lo serán por derecho propio y en carácter vitalicio, sin perjuicio de que les sean aplicables las incompatibilidades, incapacidades y causales de cesación en el cargo contempladas en nuestra Ley Suprema.








N° 4°





	Modifica el artículo 47 de la Constitución Política de la República.





	El referido artículo 47 establece, en su inciso primero, que los Diputados y Senadores tendrán, por el solo ministerio de la ley, su residencia en la región correspondiente, mientras se encuentren en ejercicio de su cargo.





	Su inciso segundo, dispone que "las elecciones de diputados y de los senadores que corresponda elegir por votación directa se efectuarán conjuntamente", agregando que "los parlamentarios podrán ser reelegidos en sus cargos".





	Su inciso tercero, establece que "las vacantes de diputados, y las de senadores elegidos por votación directa, que se produzcan en cualquier tiempo, se proveerán con el ciudadano que, habiendo integrado la lista electoral del parlamentario que cesó en el cargo, habría resultado elegido si a esa lista hubiere correspondido otro cargo". Añade que "en caso de no ser aplicable la regla anterior y faltar más de dos años para el término del período del que hubiere cesado en el cargo, la vacante será proveída por la Cámara que corresponda, por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, de entre los incluidos en una terna propuesta por el partido a que perteneciere quien hubiere motivado la vacante".





	Su inciso cuarto, señala el período de duración en el cargo que corresponderá al Diputado o Senador reemplazante y regula el caso de vacancia de cargos ocupados por parlamentarios independientes.





	Su inciso quinto, precisa que en ningún caso procederán elecciones complementarias.





	La modificación propuesta por el proyecto, consiste en suprimir, en el inciso segundo, la frase "que corresponda elegir por votación directa", y en eliminar, en el inciso tercero, las palabras "elegidos por votación directa".








N° 5°





	Enmienda el artículo 55 de la Carta Fundamental.





	El artículo 55 señala, en sus incisos primero y segundo, diversas incompatibilidades para los cargos de Diputados y Senadores.





	En su inciso tercero, establece que por el solo hecho de resultar electo, el Diputado o Senador cesará en el otro cargo, empleo, función o comisión incompatible que desempeñe, a contar de su proclamación por el Tribunal Calificador. Agrega que, en el caso de los ex Presidentes de la República, el solo hecho de incorporarse al Senado significará la cesación inmediata en los cargos, empleos, funciones o comisiones incompatibles que estuvieran desempeñando. Finalmente, añade que "en los casos de los senadores a que se refieren las letras b) a f) del inciso tercero del artículo 45, éstos deberán optar entre dicho cargo y el otro cargo, empleo, función o comisión incompatible, dentro de los quince días siguientes a su designación y, a falta de esta opción, perderán la calidad de senador".





	La enmienda consiste en suprimir en el inciso tercero, la frase que dice: "En los casos de los senadores a que se refieren las letras b) a f) del inciso tercero del artículo 45, éstos deberán optar entre dicho cargo y el otro cargo, empleo, función o comisión incompatible, dentro de los quince días siguientes a su designación y, a falta de esta opción, perderán la calidad de senadores.".








N° 6°





	Modifica el artículo 56 de la Carta Fundamental.





	El aludido artículo 56 dispone, en su inciso primero, que ningún Diputado o Senador, desde su incorporación en el caso de la letra a) del artículo 45, desde su proclamación como electo por el Tribunal Calificador o desde el día de su designación, según el caso, y hasta seis meses después de terminar su cargo, puede ser nombrado para un empleo, función o comisión de los referidos en el artículo 55.





	Su inciso segundo, preceptúa que la disposición del inciso primero no rige en el caso que indica ni se aplica a los cargos que señala.





	El número en análisis reemplaza el inciso primero del artículo 56 por otro, que establece que, ningún Diputado o Senador, desde su proclamación como electo por el Tribunal Calificador o desde su incorporación en el caso del inciso cuarto del artículo 45, según el caso, y hasta seis meses después de terminar su cargo, puede ser nombrado para un empleo, función o comisión de los indicados en el artículo anterior.








N° 7°





	Introduce una enmienda en el artículo 58 de la Ley Suprema.





	El referido artículo 58 señala, en su inciso primero, que los Diputados y Senadores son inviolables por las opiniones que manifiesten y los votos que emitan en el desempeño de sus cargos, en sesiones de Sala o de Comisión.





	Su inciso segundo, dispone que ningún Diputado o Senador, "desde el día de su elección o designación, o desde el de su incorporación, según el caso, puede ser procesado o privado de libertad, salvo el caso de delito flagrante, si el Tribunal de Alzada de la jurisdicción respectiva, en pleno, no autoriza previamente la acusación declarando haber lugar a la formación de causa".





	Sus incisos tercero y cuarto, regulan el procedimiento a seguir y el efecto de la declaración de haber lugar a la formación de causa, respectivamente.





	La modificación que se propone por este número consiste en suprimir, en el inciso segundo del referido artículo 58, las palabras "o designación".








N° 8°





	Agrega a la Constitución Política dos disposiciones transitorias nuevas.





	La Trigesimaquinta, que preceptúa que los Senadores elegidos en votación directa en diciembre de 1989 durarán en su cargo hasta la expiración del plazo por el cual fueron elegidos y que los Senadores que resulten elegidos en diciembre de 1993 durarán ocho años en sus cargos si representan regiones de número impar y cuatro si representan regiones de número par o a la Región Metropolitana de Santiago.





	La Trigesimasexta, que establece que las personas que integran el Senado en virtud de lo dispuesto en las letras b), c), d), e) y f) del artículo 45 de la Constitución Política vigente al 11 de marzo de 1990, continuarán en el desempeño de sus funciones hasta la expiración del plazo para el cual fueron designados.








Discusión General y Particular





	Cabe señalar que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 108 del Reglamento de la Corporación, el proyecto en informe debe ser objeto de discusión general y particular a la vez, por constar de un artículo único.





	Al iniciar el estudio de esta iniciativa, la Comisión escuchó la exposición del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Edgardo Boeninger Kausel.





	El mencionado señor Ministro hizo presente, en primer lugar, que el proyecto de reforma constitucional sobre materias electorales  ingresó a la Cámara de Diputados el día 5 de junio de 1991, agregando que, simultáneamente, se envió el proyecto de ley modificatorio de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, de la Ley de Votaciones y Escrutinios y de la Ley de Partidos Políticos, el que sólo puede iniciar su tramitación una vez despachada y publicada la reforma constitucional, de la que es complementario.





	Manifestó que, como ha sucedido en otras oportunidades, el Ejecutivo ha estimado oportuno someter desde ya a la consideración del Parlamento el aludido proyecto de ley, toda vez que para que la reforma constitucional obtenga el consenso suficiente, debe existir claridad sobre las consecuencias que derivarán de su aprobación, recordando que igual procedimiento se adoptó con la reformas municipal y judicial.





	Explicó, enseguida, que los aspectos más relevantes del proyecto de reforma constitucional en estudio son los siguientes:





	1.- Suprime la institución de los Senadores designados;





	2.- Dispone expresamente que la aludida supresión no afecta a los actuales titulares de dichos cargos, los que continuarán desempeñándolos hasta la finalización del período de ocho años para el que fueron elegidos, que concluye el 10 de marzo de 1998;





	3.- Elimina de la Constitución Política la determinación del número de Diputados, que actualmente es de 120, señalándose que corresponderá a la Ley Orgánica del Congreso Nacional determinar su número y establecer los distritos en que se divide el territorio nacional, para estos efectos;





	4.- Suprime de la Carta Fundamental la única norma existente relacionada con el sistema binominal, cual es la disposición del artículo 45, que dispone la elección de dos Senadores por circunscripción, agregando que la sustitución del sistema binominal por un sistema proporcional moderado queda establecida en la modificación a la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y en lo que corresponda, a las otras dos leyes que ha mencionado, y





	5.- Ratifica la duración en sus cargos de los actuales Senadores electos, y propone normalizar la constitución del Senado a partir de 1998, consagrándose que en 1993, en caso de aprobarse la reforma, se elegirán todos los Senadores definitivos en las regiones impares, por ocho años, y los Senadores adicionales que contempla la reforma para las circunscripciones pares, los que excepcionalmente durarán cuatro años, de modo que en 1997 se elija en estas últimas la totalidad de los Senadores por ocho años.





	Puso de relieve que en el proyecto de reforma sometido a la consideración del Congreso no se propone innovación alguna en lo que dice relación con la integración del Senado por los ex Presidentes de la  República, sin perjuicio de que éste sea un tema susceptible de discusión parlamentaria.





	Explicó, a continuación, las razones que ha tenido el Gobierno para proponer los dos elementos medulares de la reforma, que son la eliminación, a partir de 1998, de la institución de los Senadores designados, y el reemplazo del sistema binominal por uno proporcional moderado.





	En lo que dice relación con la supresión de la institución de los Senadores designados, expresó, en primer lugar, que quería dejar constancia de que el Gobierno reconoce plenamente el sentido de servicio público, idoneidad y honorabilidad de quienes están actualmente desempeñando dichos cargos, por lo que la reforma propuesta no tiene relación alguna con los Senadores en ejercicio, sino que está centrada únicamente en razones de Estado que determinan un juicio adverso a esa institución como norma permanente de la Constitución Política.





	Señaló, en seguida, que el Gobierno considera que debe suprimirse la institución de los Senadores designados, por las razones que a continuación se indican:





	a) El principio básico de que los titulares de los Poderes Ejecutivo y Legislativo deben gozar, por una parte, de las más alta legitimidad, y por otra, de igual legitimidad, lo que significa que los titulares de ambos Poderes deben ser elegidos por voto ciudadano. Añadió que ello lleva a concluir que el Senado debería estar compuesto básicamente por Senadores elegidos, pues, de otra manera, habría una diferencia que afectaría la relación de igual status que debiera existir entre estos dos Poderes;





	b) El Senado tiene atribuciones legislativas idénticas a las de la Cámara de Diputados, lo que significa que esta Corporación es tan Cámara política como lo es la de Diputados. Hizo presente que otras funciones del Senado, como su participación en la designación de ciertas autoridades, son adicionales a esta función legislativa fundamental, agregando que no le resta carácter político la circunstancia de estar radicadas exclusivamente en la Cámara de Diputados las funciones fiscalizadoras. Destacó, asimismo, que el Senado ejerce una función política al pronunciarse sobre las acusaciones constitucionales acogidas por la Cámara. Concluyó expresando que la identidad existente entre el Senado y la Cámara de Diputados en este aspecto, los diferencian de todas las demás instituciones existentes cuyas autoridades no son elegidas por voto popular, como es el caso de la Contraloría General de la República y de las Fuerzas Armadas, que no tienen funciones de carácter político;





	c) La facultad que actualmente poseen algunas personas e instituciones para designar Senadores, no sólo no se justifica, sino que es perjudicial y peligrosa. Así, arguyó, no se divisa razón alguna para que el Presidente de la República designe dos Senadores, en circunstancias que el sistema presidencial chileno está basado en la separación de los Poderes, y que el Poder Legislativo es de algún modo un contrapeso del Poder Ejecutivo. Puso énfasis en que, de acuerdo con la normativa vigente, el Presidente de la República no sólo designa directamente dos Senadores, sino que también influye en la designación de otros, lo que contribuye a determinar la mayoría del Senado. Manifestó que ello significa, en definitiva, que esta norma en vez de acrecentar el rol de contrapeso del Legislativo, aumenta el poder del Primer Mandatario.





	En cuanto a la designación de tres Senadores por la Corte Suprema, indicó que no tiene justificación alguna, porque esa Corte, que es la cabeza del Poder Judicial, no tiene asignado un rol político, y, sin embargo, está contribuyendo a la designación de tres Senadores que tienen funciones políticas y participan en decisiones de tal carácter que determinan la mayoría del Senado.





	Con mayor razón -manifestó- se aplica este razonamiento al Consejo  de Seguridad Nacional, que designa a cuatro Senadores. En este caso, señaló, influyen en la composición, votaciones políticas y mayorías del Senado, el Presidente de la República, el Presidente del Senado -que aparece contribuyendo a la designación de colegas suyos, figura bastante extraña- el Contralor General de la República, que como ente autónomo con funciones fiscalizadoras, evidentemente debe estar ajeno a toda función de orden político y, finalmente, los cuatro Comandantes en Jefe, que son cabeza de instituciones profesionales, jerarquizadas, no deliberantes y obedientes, que dependen del Presidente de la República.





	Esto último, advirtió, es particularmente grave, pues parece evidente que la norma vigente está hecha para que cada Comandante en Jefe proponga un nombre, de modo que la suma de estas cuatro instituciones determina cuatro Senadores, preguntándose ¿qué ocurriría si en el seno del Consejo de Seguridad alguna de las cuatro personas propuestas es rechazada por los otros miembros del Consejo, empezando por el Presidente de la República e incluyendo a colegas de las otras ramas de las Fuerzas Armadas? Obviamente, observó, se plantea una situación difícil entre ramas, o entre el Presidente y subordinados suyos, como son los Comandantes en Jefe, lo que podría generar un conflicto innecesario, a raíz de una designación política que nada tiene que ver con la relación entre el Presidente de la República o el Presidente del Senado y los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, o de éstos entre sí.





	Las consideraciones anteriores demuestran -afirmó- que la participación de la Corte Suprema y del Consejo de Seguridad Nacional en la designación de Senadores, no sólo es ajena a sus respectivos roles, sino que constituye un factor de politización indebido y perjudicial.





	Manifestó que se sostiene que estas designaciones sólo hay que hacerlas cada ocho años, por lo que el argumento recién esgrimido exageraría los riesgos. Sobre el particular, indicó que hay que tratar de juzgar una norma en función de si es correcta o inadecuada, concluyendo que la intervención futura, aunque sea a varios años plazo, de la Corte Suprema y del Consejo de Seguridad Nacional en designaciones políticas de alta relevancia, contamina desde ahora, y en todo el período intermedio, las designaciones de miembros de esos organismos, porque es evidente que habrá muchos intereses que tratarán de ir generando desde ya, tanto en la Corte Suprema como en el Consejo de Seguridad Nacional, mayorías que fueren propicias a respaldar Senadores designados de tal o cual simpatía o tendencia política;





	d) En cuanto al argumento de que los Senadores designados pueden constituir un freno o contrapeso a la autoridad del Presidente de la República, señaló que si se estima que la autoridad del Primer Mandatario es excesiva, lo que corresponde hacer es introducir las reformas pertinentes al texto de la Constitución Política, con el objeto de atenuar las prerrogativas y atribuciones del Ejecutivo, y no pretender establecer un contrapeso tan artificial, y además, ineficaz, como el de los Senadores designados.





	Respecto del tema del contrapeso, añadió que es dable suponer, que lo que realmente se quiere es evitar que una mayoría, de similar color político del Presidente de la República y de la mayoría del Parlamento, pueda acumular, por la suma de ambas mayorías, tal cantidad de poder que pueda arrasar con los derechos de la minoría o introducir súbitamente cambios radicales, produciendo inestabilidad política, señalando que tal razonamiento es errado y que la tendencia natural de los Senadores designados en el largo plazo será ampliar la mayoría existente en el Senado, y no reducirla, de manera que el peligro real es que tales Senadores produzcan una mayoría muy grande, más allá de las adhesiones de la ciudadanía, lo que envuelve un grave riesgo, pues se podría generar de esa forma una mayoría artificial que introduzca cambios que provoquen inestabilidad.





	Sobre el particular, recordó que los principales contrapesos reales al problema de las mayorías excesivas, que eventualmente pudieren atropellar los derechos de la minoría, son la renovación parcial del Senado, cada cuatro años, porque ello atenúa los cambios bruscos de adhesión popular en favor de uno u otro grupo político, al extender en el tiempo la renovación total del Senado; la normativa constitucional y legal vigente, y los quórum especiales requeridos para la aprobación de reformas constitucionales, leyes orgánicas constitucionales y leyes de quórum calificado; normas que el Gobierno tiene la intención de mantener.





	En relación con esta materia, explicó que el proyecto general de reforma constitucional sometido a la consideración del Congreso Nacional, que se encuentra en la Cámara de Diputados, mantiene el quórum de los dos tercios de los Diputados y Senadores en ejercicio para reformar los capítulos I, III y XIV de la Carta Fundamental, que se refieren a las bases de la institucionalidad, a los derechos y deberes de las personas y a los procedimientos de reforma de la Constitución, respectivamente, y que lo único que se propone es dejar en un mismo nivel los quórum necesarios para reformar las normas relativas a las Fuerzas Armadas, al Tribunal Constitucional y al Consejo de Seguridad Nacional con aquellas que dicen relación con el Poder Ejecutivo, el Congreso y el Poder Judicial, todo lo cual parece de mínima equidad.





	Hizo presente, asimismo, que otro contrapeso real está constituido por los organismos de interpretación y control de la legalidad, cuyas atribuciones el Gobierno no se propone alterar: el Tribunal Constitucional, el Poder Judicial, la Corte Suprema y todos los demás tribunales, la Contraloría General de la República y las funciones fiscalizadoras de la Cámara de Diputados;





	e) En lo referente al aporte especial que los Senadores designados pudieren hacer, en función de las experiencias que aportan, señaló que nadie duda de la importancia que tiene la experiencia en el estudio de los asuntos legislativos, pero indicó que para eso existe un procedimiento establecido, de uso permanente, consistente en las invitaciones que habitualmente se efectúan a especialistas y personeros representativos de diversos sectores a exponer sus puntos de vista en las Comisiones del Congreso Nacional, durante el trámite parlamentario de las leyes, donde la amplitud, variedad y profundidad de los aportes son mucho mayores que lo que es posible esperar de nueve personas, por muy eminentes que sean, pues ellas deben opinar de todo y a toda hora.





	Destacó, además, que sin perjuicio de la idoneidad, honorabilidad y preparación de las personas que desempeñan actualmente esos cargos, hay, asimismo, Senadores elegidos muy idóneos y calificados en distintas materias, dando numerosos ejemplos sobre el particular, y





	f) La persistencia de la institución de Senadores designados, que no representan población, pero que tampoco representan territorio, va en abierta contradicción con el proceso creciente de descentralización y de mayor identidad regional. La tradición chilena es que los Senadores representan territorio, además de representar en alguna medida población, pero resulta que los Senadores institucionales no representan ni lo uno ni lo otro, lo que es abiertamente contradictorio con la tendencia del mundo y con todo el proceso de constitución de gobiernos regionales.





	Finalmente, en cuanto a la oportunidad de plantear esta reforma, hizo presente que al Gobierno le pareció procedente proponerla ahora, pese a que no hay elección de Senadores designados hasta el año 1997, por diversas razones. En primer lugar, porque es evidente que si se trata de estudiar una reforma del sistema electoral tiene que haber una visión integral de lo que se propone como composición definitiva del Congreso Nacional. En segundo término, porque no es lo mismo proponer un Senado de cincuenta y cuatro miembros, como se ha sugerido, que uno de sesenta y tres miembros y, en tercer lugar, en atención, precisamente, a que no corresponde efectuar una nueva designación de Senadores hasta el año 1997, lo que permite que el debate sea mucho más libre de consideraciones relacionadas con la situación política contingente, que perturbarían esa discusión si se hiciere en 1995 ó 1996. Además, añadió, si no se hace esta reforma, las designaciones de miembros de la Corte Suprema y del Consejo de Seguridad Nacional podrían ser progresivamente influenciadas por presiones políticas, a medida que se acerca el año 1997.





	Se refirió, en seguida, al tema de la sustitución del sistema binominal por un sistema proporcional moderado, señalando que resumiría las características básicas de la proposición del Gobierno respecto de esta materia.





	En primer lugar, explicó, para la Cámara de Diputados se propone un sistema plurinominal moderado, eligiéndose entre 3 y 5 diputados por distrito. Añadió que esto significa, en el caso de un distrito que elija cinco Diputados, que para elegir un representante se necesita entre el 13% y el 17% de votos, según sea que vayan cuatro o dos listas. Ello demuestra claramente -agregó- que lo que se está proponiendo es un sistema de pluralismo moderado, pues el 13% de los votos es un porcentaje bastante significativo.





	En segundo lugar, señaló que, en el caso del Senado, se amplía la reforma de 1989, que añadió un componente de población a la representación territorial, al disponer la elección de cuatro Senadores en algunas regiones. Agregó que ahora se propone perfeccionar aún más el sistema, sugiriéndose la elección de tres Senadores en seis regiones, de cuatro en cuatro regiones, de seis en dos regiones y de ocho en la Región Metropolitana.





	En tercer término, indicó, se mejora la proporcionalidad de la Cámara de Diputados, reduciéndose la disparidad de los votos necesarios para elegir un Diputado y disminuyéndose, en consecuencia, la diferencia en el valor del voto de cada ciudadano. Hizo presente que hoy en día hay una disparidad de uno a cinco, entre las zonas menos pobladas y la Región Metropolitana, la que se reduce a una proporción de uno a dos.





	En cuarto lugar, expresó, se procura evitar un aumento excesivo del número de Diputados, por lo que se ha reducido la cantidad de distritos. Puso de relieve que se ha estimado conveniente que exista continuidad electoral, motivo por el cual no se propone desmembrar ningún distrito sino que, de los sesenta actuales, treinta se mantienen tal como están, y los otros treinta se fusionan de dos en dos, dando origen a quince, lo que da un total de cuarenta y cinco.





	Se explayó, en seguida, en lo referente al número de parlamentarios y al aumento de gasto que esto significaría.





	Sobre el particular, destacó, que el Senado cuenta con cuarenta y siete Senadores, que sólo se aumentan a cincuenta y cuatro. En cuanto a la Cámara de Diputados, que tiene ciento veinte Diputados, se aumenta el número de sus miembros a ciento sesenta y cuatro, lo que representa un 37% de incremento. Recordó, sin embargo, que en 1973 la Cámara de Diputados tenía una composición de ciento cincuenta Diputados y que entre esa fecha y hoy, la población ha aumentado en un 47%.





	En lo que se refiere al gasto, expresó que ello es un asunto de voluntad política y de distribución de recursos, señalando que en el proyecto de ley respectivo se ha propuesto que el gasto real del Congreso para 1994, si para esa fecha estuviere aprobada esta reforma, sea equivalente, en términos reales, al del año 1993. Hizo presente, en todo caso, que ello constituye una propuesta tentativa en esta materia, entendiendo que el Congreso es soberano para tomar decisiones al respecto.





	Enseguida, efectuó un breve análisis de la historia del establecimiento del sistema binominal, concluyendo que ella no fue inspirada en una concepción doctrinaria que tuviera en vista la estabilidad o el perfeccionamiento del sistema democrático, sino que más bien se basó en un proceso fluido, que fue acomodándose a las expectativas y cálculos electorales que se fueron produciendo en los años inmediatamente anteriores a la promulgación definitiva de este sistema.





	A continuación, expuso las razones centrales que el Gobierno ha tenido en vista para proponer el cambio del sistema binominal, que pueden resumirse en las siguientes:





	1) Adecuar el sistema electoral a la realidad política nacional. Sobre el particular, destacó que la justificación inicial del binominalismo fue introducir en Chile un sistema de dos partidos, que nunca existió, en circunstancias que la realidad es muy distinta.





	Explicó que en nuestro país hay actualmente entre cinco y ocho partidos que tienen un significativo arraigo popular, entendiendo por tal una cifra superior al 5%, que es la que muchas democracias parlamentarias contemporáneas ponen como barrera para otorgar a un partido el derecho a representación parlamentaria; lo que demuestra que el intento por forzar el bipartidismo fracasó de manera absoluta en Chile.





	2) El sistema binominal puede distorsionar severamente la expresión de la voluntad popular, pues con el 34% de los votos se puede obtener el 50% de los cargos. Añadió que tampoco es mera teoría plantear que si, por ejemplo, al interior de un pacto de dos partidos que integran una lista que obtiene el 35% de los votos, la distribución de éstos entre los mismos fuere homogénea a lo largo del territorio (19% - 16%), el partido que obtengan el 19% elige todos los parlamentarios de la lista y el que tenga el 16% ninguno. Ahora bien, anotó, una variación del 3% entre estos dos partidos, que invierta la proporción de 16% a 19%, si fuere uniforme, invertiría también los resultados; lo que le parece atentatorio al principio natural, y a la tradición chilena, de equidad y proporcionalidad.





	3) Desde el punto de vista de la estabilidad democrática, un sistema electoral debe garantizar con cierta certeza la representación parlamentaria de los partidos mayores que tienen, permanentemente, un arraigo popular significativo, los que, en el caso de Chile, son a lo menos cuatro o cinco, así como también dar posibilidad razonable de acceder al Parlamento a las dos o tres fuerzas siguientes.





	Destacó que lo precedentemente planteado reviste importancia, toda vez que los partidos saben que pequeñas variaciones en el porcentaje de respaldo ciudadano puede provocar bruscos cambios en su representación parlamentaria, lo que puede hacer que sus estrategias políticas resulten, básicamente, inestables, al estar influidas por contingencias electorales de corto plazo, en vez de mantener estrategias a largo plazo, enraizadas en sus convicciones, en visiones programáticas o de interés nacional; lo que podría conducir, en definitiva, al desprestigio e inestabilidad del sistema político, siendo deber de Estado evitar que ello ocurra.





	4) El mecanismo de los pactos, ampliado en las recientes elecciones municipales a la figura de los subpactos, ha sido un intento parcial de conciliar el sistema binominal con la realidad política; señalando que si bien ello permite ciertos acuerdos, no resuelve el problema, porque la dificultad de fondo está en el hecho que se eligen dos cargos por circunscripción.





	Ello ha dado lugar a que los partidos hayan debido recurrir a un mecanismo artificial, poco transparente, impropio de una institucionalidad política seria, como son los denominados "pactos de omisión", que mediante compensaciones en las candidaturas, intentan producir un resultado proporcional y equitativo en favor de las diferentes corrientes políticas.





	Observó, asimismo, que el sistema de pactos de omisión tiene otros inconvenientes graves, toda vez que restringe indebidamente la soberanía del ciudadano, al disminuir considerablemente el rango de opciones para elegir, de manera tal que a menudo éste tendrá que votar en su distrito o circunscripción electoral por un candidato que está lejos de sus preferencias políticas; lo que en el largo plazo puede traer serias consecuencias, pues debilita las lealtades del ciudadano hacia el sistema político.





	Añadió que otro aspecto importante de mencionar es que los pactos de omisión reducen la competencia política, al ser imposible, en el hecho, la presentación de candidatos de todos los partidos en todos los distritos o en todas las circunscripciones del país. Destacó, asimismo, que el sistema binominal, al operar vía pactos de omisión en nuestra realidad, oculta la fuerza real de los partidos, lo que significa que la votación que obtienen es producto de estimaciones de las directivas pactantes, y produce, además, el efecto de dejar casi sin representación parlamentaria a fuerzas políticas significativas; lo que puede conducir a la marginación y al escepticismo a importantes sectores de ciudadanos.





	Señaló que este es un mal sistema, y que llama la atención la defensa que se hace del mismo, en circunstancias de que se podría afirmar, con certeza y lógica, que la competencia en el mercado político es tan importante como es la competencia en el mercado de bienes y servicios, añadiendo que no le parece coherente que quienes defienden la competencia en el ámbito económico, la traten de impedir o la restrinjan severamente en el ámbito político.





	Puso de relieve, con respecto a este punto, que todos los partidos representados en el Congreso Nacional concordaron en un sistema proporcional moderado para las elecciones municipales, donde se eligieron entre seis y diez concejales por comuna, señalando que no hay razón para que lo que fue aceptado por unanimidad para las elecciones municipales, se estime que es inconveniente para las elecciones parlamentarias.





	Formuló, a continuación, dos reflexiones.





	La primera, que no es el sistema binominal el que con mayor fuerza impulsa la formación de dos bloques políticos, sino que tal finalidad la alcanza en forma más perfecta el sistema uninominal mayoritario que se aplica en el Reino Unido y en la elección de la Cámara de Representantes de los Estados Unidos; estimando que este último no se implantó en nuestro país porque era inaceptable para los sectores políticos de la oposición, toda vez que ese sistema, aplicado a la realidad chilena, configuraría una mayoría abrumadora para la Concertación. Ello confirma -añadió- la hipótesis de que el establecimiento del sistema binominal fue más una respuesta a necesidades políticas contingentes, que un cuerpo de ideas sólidas.





	En segundo lugar, manifestó que tampoco es cierto que el sistema binominal sea el que ha permitido los acuerdos políticos que han caracterizado, afortunadamente, el desarrollo del país en estos dos años, señalando que ellos surgen cuando existe un consenso mínimo suficiente, en términos de convergencia programática, de la reducción de las divergencias ideológicas, de la ausencia de polarización.





	Por último, concluyó expresando que el Gobierno tiene confianza que una meditación serena de las razones que abonan las reformas que se han propuesto, pudiere conducir, en definitiva, a su aprobación, aun cuando está consciente que, por las declaraciones efectuadas, las posibilidades parecen muy remotas.





	Hizo presente que el rechazo de esta iniciativa sería lamentable desde el punto de vista del Estado, del desarrollo del país en el largo plazo y de excluir definitivamente de la discusión materias que son imperfecciones visibles de la institucionalidad existente. Expresó que, en todo caso, la democracia chilena va a seguir operando con el sistema actual, si no se logra modificarlo, pero que el tema va a quedar pendiente y, ciertamente, habría que insistir más adelante, porque las razones de fondo que abonan esta reforma son permanentes, no transitorias, y no tienen ninguna relación con la política contingente.








	Luego de un amplio debate, la Comisión rechazó en su integridad el proyecto de reforma constitucional en informe por tres votos contra dos. Estuvieron por el rechazo, los HH. Senadores señores Díez, Fernández y Letelier, y por la aprobación, los HH. Senadores señora Soto y señor Pacheco.





	El H. Senador señor Díez, se refirió, en primer término, a la parte del proyecto relativa a la composición del Senado, señalando que las razones expresadas en el mensaje del Presidente de la República, y ampliadas posteriormente por el Ministro señor Boeninger en la Comisión, han reafirmado su convicción de que es conveniente mantener la institución de los Senadores designados.





	Expresó que se argumenta que uno de los principios básicos que debe respetar la Constitución Política es el de la legitimidad, que significaría que las autoridades de los Poderes del Estado deben ser elegidas por votación popular.





	A este respecto, hizo presente su absoluto desacuerdo con la tesis de que el sufragio universal sea la única fuente de legitimidad, recordando que un Poder del Estado muy importante, como es el Poder Judicial, no tiene como base el sufragio universal.





	Puso de relieve, además, que las funciones que corresponden al Senado hacen legítimo, útil y conveniente que una Cámara que es fundamentalmente revisora, consejera del Presidente de la República y en la cual se debaten los grandes problemas nacionales, esté integrada -al igual como sucede en otros paises- por Senadores no elegidos mediante votación popular, siempre que representen una proporción minoritaria de la Corporación.





	Manifestó, a continuación, que la afirmación de que el Senado es idéntico a la Cámara de Diputados y que tiene el mismo carácter de cámara política que ésta, constituye una desviación del espíritu fundamental de la Constitución Política, por cuanto aquél tiene atribuciones exclusivas distintas, como las de aprobar ciertas designaciones y actuar como jurado en casos determinados; no tiene facultades fiscalizadoras, y existen, además, otros factores de diferenciación, como la edad necesaria para ejercer el cargo, la experiencia de sus integrantes, las circunscripciones electorales que se representan, el número de electores, la extensión del período, etc.





	Señaló que, a su juicio, el Gobierno incurre en una manifiesta contradicción al estar dispuesto a aceptar la idea de que el actual Presidente de la República pudiere ser Senador vitalicio por derecho propio y, al mismo tiempo, rechazar la institución de los Senadores designados, por cuanto en ambos casos concurre la misma razón para justificar su existencia, cual es aprovechar en el proceso de formación de la ley la experiencia de personas que han tenido una destacada trayectoria y asumido delicadas responsabilidades.





	Indicó que el rol fundamental del Senado es dar estabilidad al devenir político de un país joven y en desarrollo como el nuestro, agregando que el sentido de ponderación y altura de miras para apreciar los asuntos públicos no sólo se da en los ex Presidentes de la República, sino también en ex Ministros de la Corte Suprema, ex Ministros de Estado, ex Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, etc.





	Estimó que tampoco resulta lógico, en una época como la actual, en que la ciencia y la técnica tienen cada vez más importancia en el análisis de los problemas de la sociedad, desaprovechar la oportunidad de vincular al Senado con la enseñanza superior, como ocurre actualmente a través de la designación como miembro de la Corporación de un ex rector universitario.





	Hizo presente que le parecía especialmente inoportuna la iniciativa del Ejecutivo tendiente a suprimir la institución de los Senadores designados, toda vez que el propio Gobierno en diversas oportunidades ha manifestado su satisfacción y agradecimiento por el desempeño de los Senadores institucionales.





	Destacó que las Constituciones Políticas no son documentos programáticos o doctrinarios de los partidos políticos, sino que son cuerpos normativos destinados a ordenar la vida de un país en un momento determinado, con el objeto de organizar los poderes públicos, garantizar los derechos de las personas, delimitar la esfera de acción de las autoridades y regular las relaciones entre gobernantes y gobernados. Por ello -acotó- le parece una inconsecuencia plantear la eliminación de la institución de los Senadores designados y decir, al mismo tiempo, que la misma ha funcionado bien.





	Añadió que si lo que se desea es evaluar el funcionamiento de una institución nueva como ésta, ello debe hacerse al final del primer período de ocho años, ocasión en que se podrán estudiar las eventuales modificaciones que pudieren ser necesarias para su perfeccionamiento, en vez de proponer ahora su eliminación, como si la institución hubiera sido un fracaso.





	Manifestó que plantear anticipadamente la supresión de la institución, le parecía además una especie de falta de lealtad para con las personas que están actualmente desempeñando el cargo de Senadores institucionales, toda vez que implica decirles que no se preocupen personalmente, porque terminarán su período de ocho años, pero que la institución va a ser desechada; como si tales Senadores no representaran en realidad la experiencia de los órganos de los cuales provienen, sino que fueran personalmente merecedores de continuar en el cargo, lo que evidentemente es una situación incómoda para ellos.





	Sostuvo que no era una buena señal que se presentara este proyecto un año antes de las elecciones, por cuanto no hay nada más inconveniente para la vida democrática de los paises que usar las reformas constitucionales con fines políticos, indicando que el Gobierno sabía perfectamente que la reforma no prosperaría en el Senado.





	Hizo presente que no compartía la opinión del Gobierno en cuanto a que la mantención de la institución de los Senadores designados aumente la influencia del Presidente de la República sobre el Parlamento, toda vez que éste ha sido celoso guardián de su independencia a lo largo de su existencia, como lo demuestran múltiples episodios de nuestra historia.





	En lo que dice relación con la modificación del sistema binominal propuesta por el proyecto en informe, expresó que precisamente gracias al mencionado sistema el Congreso Nacional ha tenido posiciones equilibradas al adoptar sus decisiones, lo que ha dado estabilidad política al país, observando que el propio Gobierno ha manifestado, en diversas oportunidades, su satisfacción por la labor realizada.





	Señaló que, a su juicio, el Parlamento ha cumplido su deber a cabalidad y ha cooperado eficientemente en el perfeccionamiento y despacho de los proyectos de ley sometidos a trámite legislativo.





	Destacó, asimismo, que el clima de paz política generado, que ha permitido el análisis de los problemas de Estado al margen de consideraciones político partidistas, proviene en gran medida de la existencia de un sistema binominal.





	Opinó que si se analiza desde un punto de vista estrictamente matemático el sistema proporcional propuesto por el Gobierno, es posible apreciar que podría provocar una desproporción mucho mayor que el sistema vigente.





	Finalmente, indicó que le parecía paradojal que se propusieran modificaciones fundamentales a la Constitución Política de la República en la actual etapa en que se encuentra Chile, en que están funcionando instituciones nuevas, en que se ha producido un significativo aumento de los índices de trabajo, en que existe un claro incremento de la inversión, etc., todo lo cual demuestra la confianza existente en la institucionalidad vigente, así como en la estabilidad y futuro del país.








	El H. Senador señor Pacheco expresó su apoyo a la iniciativa por compartir plenamente las razones expresadas tanto en el mensaje del Ejecutivo como en la completa exposición efectuada por el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.





	Sin perjuicio de lo anterior, manifestó que quería dejar testimonio expreso de su opinión ampliamente positiva acerca de la forma como habían desempeñado sus funciones los Senadores institucionales, agregando que reconocía en cada uno de ellos su honorabilidad, su sentido de cumplimiento del deber, su idoneidad y su espíritu de servicio.





	Hizo presente, finalmente, que su adhesión al proyecto no tenía relación alguna con las personas que actualmente ejercen los cargos de Senadores institucionales, sino que se fundaba en las razones de principio que se tuvieron a la vista al proponerlo.








	La H. Senadora señora Laura Soto expresó, en primer término, que deseaba dejar expresa constancia del aporte que han hecho los actuales Senadores institucionales en la elaboración de las leyes, señalando que comparte plenamente los conceptos vertidos sobre el particular por los HH. Senadores señores Díez y Pacheco.





	Coincidió, asimismo, en estimar que la evaluación del resultado de la institución de los Senadores designados tal vez sería preferible efectuarla al término del período de los que están actualmente en ejercicio.





	No obstante lo anterior, explicó que votaba favorablemente el proyecto, por razones de principio.








	El H. Senador señor Letelier expresó su coincidencia, en términos generales, con lo manifestado por el H. Senador señor Díez, haciendo presente su agradecimiento por el reconocimiento a la labor desarrollada por los Senadores institucionales durante el período que han estado en funciones.








	Finalmente, el H. Senador señor Cantuarias manifestó que, aun cuando no era miembro de la Comisión, deseaba dejar expresa constancia de su oposición, así como de la de su Partido, al proyecto de reforma constitucional en informe, señalando que suscribía íntegramente los argumentos expuestos por el H. Senador señor Díez.





	Señaló, enseguida, que le parecía que en momentos en que se estaba tratando de modernizar y perfeccionar el Estado y las formas de organización de la sociedad, había que tener la audacia de recoger las experiencias de otros paises en cuanto a la composición del Poder Legislativo.





	Destacó que, a su juicio, la incorporación a la Corporación de los Senadores institucionales ha representado un elemento de ponderación, que ha significado una importante contribución al proceso de formación de las leyes.





	Manifestó que consideraba que el proyecto no obedecía a motivaciones de principio o doctrina, sino más bien a razones de política contingente, vinculadas a las campañas electorales que se aproximan.





	Finalmente, puso de relieve, que el aporte y actuación de los Senadores institucionales actualmente en funciones había sido elogiado por Senadores de todos los sectores, lo que ponía de manifiesto la escasa justificación que tenía proponer ahora la supresión de esta institución.








	En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros el rechazo del proyecto de reforma constitucional en informe.











	Acordado en sesiones celebradas los días 19 de noviembre y 17 de diciembre de 1992, con asistencia de sus miembros HH. Senadores señores Hernán Vodanovic  Schnake   ( señora   Laura  Soto  González )





(Presidente), Sergio Díez Urzúa, Sergio Fernández Fernández, Carlos Letelier Bobadilla y Máximo Pacheco Gómez.








	Sala de la Comisión, 21 de diciembre de 1992.


















































	             PATRICIO USLAR VARGAS


	                  Secretario
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